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H. CONGRESO DEL ESTADO: 

 

En sesión ordinaria de Pleno de fecha 31 de marzo del año en curso, se 

turnó a la Comisión Permanente de Justicia y Seguridad Pública, para su 

estudio, análisis y dictamen, la iniciativa que propone la Ley de Víctimas del 

Estado de Yucatán, suscrita por los ciudadanos Rolando Rodrigo Zapata Bello 

y Roberto Antonio Rodríguez Asaf, Gobernador Constitucional y Secretario 

General de Gobierno, ambos del Estado de Yucatán, respectivamente; de 

igual forma se turnó la iniciativa que propone reformas a la Ley de Atención y 

Protección a las Víctimas del Delito para el Estado de Yucatán, suscrita por los 

diputados integrantes la Fracción Legislativa del Partido Acción Nacional de 

esta LXI Legislatura. 

 

Los diputados integrantes de esta Comisión Permanente, en los 

trabajos de estudio y análisis de las iniciativas mencionadas, tomamos en 

consideración los siguientes, 
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A N T E C E D E N T E S: 

 

  PRIMERO. Los derechos a favor de las víctimas, se consagran 

constitucionalmente a partir de las reformas de fecha 3 de septiembre de 

1993, en el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, adquiriendo con ello presencia en el ámbito del derecho; a partir 

de entonces, continuarían una serie de reformas a leyes secundarias, como la 

del 10 de enero de 1994 al Código Penal, Procesal y a la Ley de Amparo, las 

cuales, podríamos considerar como los primeros esbozos de un genuino 

interés por la víctima del delito. 

 

  En efecto, se establecieron derechos, tales como el de recibir asesoría 

jurídica, la satisfacción de la reparación del daño cuando procediere, 

coadyuvar con el Ministerio Público y recibir atención médica de urgencia 

cuando se requiera. Estos derechos previamente mencionados, se 

implantaron en un sólo párrafo, frente a diez fracciones protectoras de los 

derechos del inculpado, siendo que mediante ese párrafo, se instauró, el inicio 

de un movimiento en pro de la defensa de las víctimas, no sólo como normas 

válidas sino como mandatos imperativos que tienen como pretensión ser 

eficientes.  

 

Debido al auge que ya imperaba a favor de los derechos de la víctima, 

en fecha 21 de septiembre de 2000, se publicó en el Diario Oficial de la 

Federación, reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, siendo que en la materia, se derogó el último párrafo producto de 

la adición de 1993, y se forman dos apartados: uno relativo a las garantías del 

inculpado (Apartado A), y otro que consagra las del ofendido o víctima 

(Apartado B). 
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SEGUNDO. Posteriormente en fecha 18 de junio de 2008, mediante 

reformas a la Constitución Política Federal, se adoptó el nuevo sistema penal 

acusatorio y oral, por lo que se estimó necesario nuevamente, reformar el 

artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su 

apartado B, que pasa a ser C, para ampliar los derechos de la víctima o del 

ofendido, respetándose en general todas las ya otorgadas; garantizando la 

efectividad de esos derechos mediante el proceso penal acusatorio y oral 

instaurado. 

 

Ligado con el apartado C del artículo 20 Constitucional, se encuentra el 

artículo 17 constitucional, en su párrafo sexto, que ha previsto establecer un 

sistema integral de defensoría pública, servicio que demanda cualquier 

proceso acusatorio para funcionar con eficacia y que indudablemente 

fortalecería los derechos de las víctimas. En el párrafo sexto de dicho decreto, 

se dispuso que la Federación, los estados y el Distrito Federal, deberán 

garantizar la existencia de un servicio de defensoría pública de calidad para la 

población. 

 

TERCERO. En cumplimiento del mandato constitucional de fecha 18 de 

junio de 2008, en específico lo dispuesto en el artículo segundo transitorio en 

su segundo párrafo, en fecha 17 de mayo de 2010 se publicó en el Diario 

Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán, reformas y adiciones a diversas 

disposiciones de la Constitución Política Estatal, en materia de Seguridad y 

Justicia, siendo que con estas reformas se inicia la implementación del nuevo 

Sistema Penal Acusatorio y Oral en el Estado. 

 

Derivado de la reforma constitucional local, se crearon, abrogaron y 

modificaron diversas leyes del marco jurídico estatal enfocadas a la 



GOBIERNO DEL ESTADO DE  YUCATÁN 

PODER LEGISLATIVO 

 

4 

LXI LEGISLATURA DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE 

YUCATÁN 

implementación del referido sistema, sin embargo, en el tema de víctimas con 

relación a la implementación se modificaron el Código Procesal Penal, la Ley 

del Instituto de Defensa Pública, la Ley de Fiscalía General y la Ley de 

Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias. 

  

CUARTO. Ahora bien, en el ámbito internacional se presenta una nueva 

perspectiva en cuanto a los derechos humanos, lo que motivó una importante 

reforma a diversos artículos de la Constitución Federal1, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, en ella se dispuso en el 

artículo 1, párrafo tercero, que todas las autoridades, en el ámbito de sus 

competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 

garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, precisando al 

Estado que deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a 

los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.2 

 

QUINTO. Derivado de la reforma federal, en el contexto local, se 

desarrollaron esfuerzos para traducir en Yucatán esas reformas 

constitucionales en materia de derechos humanos, por lo que se expidió la Ley 

de Atención y Protección a las Víctimas del Delito para el Estado de Yucatán, 

publicada el 4 de enero de 2012 en el diario oficial del estado, esta ley tiene  

por objeto establecer las medidas de atención y protección a las víctimas de 

una conducta tipificada como delito; así como garantizar el pleno ejercicio de 

sus garantías y derechos consagrados en la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en los tratados internacionales y demás 

disposiciones aplicables. 
                                                           
1
 Este decreto de conformidad con su artículo transitorio primero entró en vigor el día siguiente al de su publicación. 

 
2
 El artículo transitorio segundo del decreto de 10 de junio de 2011 dispuso que la ley a que se refiere el tercer párrafo 

del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos sobre la reparación debería ser expedida 
en un plazo máximo de un año contado a partir de la entrada en vigor de dicho decreto. 
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SEXTO. No obstante lo anterior, de regreso al ámbito federal, el 9 de 

enero de 2013 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley General 

de Víctimas en términos de lo dispuesto por los artículos 1o., párrafo tercero, 

17 y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los 

tratados internacionales celebrados y ratificados por el estado mexicano y 

otras leyes en materia de víctimas, siendo reformada mediante decreto 

publicado en el referido medio de difusión oficial el 3 de mayo de 2013. 

 

En ese sentido vale la pena señalar que el artículo transitorio séptimo 

del decreto por el que se expide la Ley General de Víctimas, estableció la 

obligación de los congresos locales de armonizar los ordenamientos legales 

relacionados con ella; obligación normativa que fue retomada en el artículo 

transitorio segundo de la reforma a la ley general mencionada. 

 

SÉPTIMO. En sesión ordinaria de Pleno de fecha 01 de marzo del año 

en curso, la diputada María Beatriz Zavala Peniche, en representación de los 

diputados integrantes de la Fracción Legislativa del Partido Acción Nacional de 

esta Legislatura, presentó ante este H. Congreso, la iniciativa que propone 

modificar la Ley de Atención y Protección a las Víctimas del Delito para el 

Estado de Yucatán, en la parte conducente de su exposición de motivos, 

manifestó lo siguiente:  

 

“Mediante una reforma a la Constitución Política  de los Estados Unidos Mexicanos publicada 
el 10 de junio del 2011 se incorpora como una obligación de todas las autoridades reparar las 
violaciones de derechos humanos. 
 
Toda violación de un derecho humano da lugar a un derecho de la víctima o sus 
derechohabientes a obtener reparación, el cual implica el deber del Estado de reparar y el 
derecho de dirigirse contra el autor. Eso es parte del derecho a la reparación. 
 
La reparación de daños por hechos de violaciones a derechos humanos está contemplada en 
el sistema interamericano de protección de derechos humanos, así en los contenidos en las 
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convenciones y tratados internacionales.  
 
Un Estado constitucional y democrático de derecho tiene la obligación ineludible de ser 
garante de la protección de los derechos humanos, tiene la responsabilidad y la obligación de 
responder a las víctimas de violaciones causadas por la acción u omisión de los órganos de 
gobierno, o bien, de las y los funcionarios públicos, mediante la reparación integral del daño y 
la garantía de la no repetición de los hechos. 
 
En ese sentido, es obligación expresa para las autoridades atender dicho aspecto y para esta 
Soberanía se hace imperativo legislar al respecto. 
 
Finalmente, a la persona a la que se violenta sus derechos, no basta solamente el 
reconocimiento de la violación, sino resarcir los daños ocasionados, esto independientemente 
de la reparación del daño establecido en el derecho civil o penal. 
 
La reparación de los daños por violaciones a derechos humanos debe ir más allá y atender la 
erradicación de los factores o de los elementos que produjeron la violación, debe ser una 
reparación completa, lo que se  llama pues una reparación integral, en otras palabras, es la 
atención de la persona y su dignidad, buscando en todo momento  la fuente de la violación de 
los derechos e incorporarla al preeminente respeto a la persona. 
 
En otros países se han erigido incluso monumentos o testimonios en honor u homenaje a las 
víctimas, conmemorar un día de un determinado hecho violatorio;  pero lo importante en el 
tema de la reparación, son las prácticas de políticas públicas que prevengan y atiendan las 
violaciones y las consecuencias jurídicas de la violación cometida. 
 
Otro elemento importante  es la actuación de la autoridad y las medidas necesarias para evitar 
que la violación no se repita, impedir que en el futuro se incurran en nuevas violaciones 
 
Hoy en día la sociedad en su conjunto que advierte que no se puede vivir en la impunidad, 
este tipo de reformas ayuda no solo a reparar el daño, sino a evitar daños futuros. 
 
Por ello nuestra propuesta de iniciativa, es adecuar nuestro marco local en materia de 
atención y protección a las víctimas para que este ordenamiento no solo proteja a las que son 
víctimas de un delito, sino que proporcione una reparación integral de las personas víctimas 
de violaciones a derechos humanos, tal y como lo señala la Constitución Federal y los 
tratados internacionales. 
 
Estamos proponiendo también la denominación de  víctimas de derechos humanos, 
entendiéndose por esta a todas las personas que hayan sufrido directamente algún daño o 
menoscabo económico, físico, mental, emocional, o en general cualquiera deterioro a su 
integridad, bienes o derechos como consecuencia de violaciones a sus derechos humanos. 
Esto permitirá tener claro a la víctima de violación, a las autoridades responsables de resarcir 
los daños y los protocolos que deben seguir para subsanar la violación cometida. 
 
Es importante destacar y puntualizar en esta iniciativa que las víctimas tienen derecho a ser 
reparadas de manera oportuna, plena, diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el 
daño que han sufrido como consecuencia de las violaciones de Derechos Humanos que han 
sufrido, comprendiendo medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y 
medidas de no repetición. 
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Por lo que la determinación de medidas obedecerá al desarrollo del enfoque diferencial y 
propender por la reconstrucción del proyecto de vida de la víctima y su entorno familiar con 
enfoque  transformador. Solo de esta manera se logrará cumplir con una auténtica reparación 
del daño. 
 
A fin de que las personas o víctimas puedan acceder al Fondo establecido en la ley, se 
propone cambiar la denominación actual del Fondo por el de: Fondo General de Reparaciones 
a las Víctimas del Delito y de violaciones a derechos humanos. 
 
Quienes suscribimos la presente iniciativa consideramos la importancia de la reparación 
integral del daño, por lo que a efecto de lograr este objetivo proponemos la adición del artículo 
10 Bis 2 en el que se contempla la restitución que busque devolver a la víctima a la situación 
anterior a la comisión de la violación de sus Derechos Humanos; en este mismo artículo 
proponemos que  la rehabilitación que facilite a la víctima hacer frente a los efectos sufridos 
por causa del hecho punible o de las violaciones de Derechos Humanos y que la 
indemnización o compensación que se otorgue a la víctima sea de forma apropiada y 
proporcional a la gravedad de la violación de Derechos Humanos sufrida y teniendo en cuenta 
las circunstancias de cada caso. Que además se otorgue por todos los perjuicios, sufrimientos 
y pérdidas de Derechos Humanos. 
 
En cuanto a la satisfacción de la reparación del daño, estamos estableciendo claramente que 
reconozca y restablezca la dignidad de las víctimas; y que aunado a todo esto existan 
medidas de no repetición que persigan la no reiteración de  la violación de derechos sufrida 
por la víctima. 
 
Por otro lado, estimamos que debe reconocerse en la ley el carácter de las víctimas colectivas 
de violación de derechos humanos, en ese sentido, y en relación a la reparación del daño de 
éstos, proponemos que, por la reparación colectiva se entienda como un derecho del que son 
titulares los grupos, comunidades u organizaciones sociales que hayan sido afectadas por la 
violación de los derechos individuales de los miembros de los colectivos o cuando el daño 
comporte un impacto colectivo. Consideramos que la restitución de los derechos afectados 
estará orientada a la reconstrucción del tejido social y cultural colectivo que reconozca la 
afectación en la capacidad institucional de garantizar el goce, la protección y la promoción de 
los derechos en las comunidades, grupos y pueblos afectados. Esta propuesta es en base a 
los parámetros internacionales en materia de protección a las víctimas colectivas por 
violaciones a derechos humanos. 
 
Proponemos que las medidas colectivas tenderán al reconocimiento y dignificación de los 
sujetos colectivos victimizados; la reconstrucción del proyecto de vida colectivo y el tejido 
social y cultural; la recuperación psicosocial de las poblaciones y grupos afectados y la 
promoción de la reconciliación y la cultura de la protección y promoción de los Derechos 
Humanos. 
 
En la presente propuesta se estipula que todas las víctimas de violaciones a los derechos 
humanos serán compensadas, en los términos y montos que determine la resolución que 
emita  la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán y que la erogación de 
recursos específicos sean a cargo del  Fondo General de Reparaciones a las Víctimas del 
Delito y de violaciones a derechos humanos. 
 
En el caso de la ejecución de las medidas de asistencia y atención específicas que solicite la 
víctima de violación a derechos humanos, estas deben ser aprobadas por las  autoridades 
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responsables del Fondo. 
 
Por ser la autoridad encargada del fideicomiso establecida en la ley será la Fiscalía General 
del Estado, a través del Fondo, podrá autorizar la aplicación de recursos en términos de las 
disposiciones de esta Ley.  
 
Un aspecto importante en la presente iniciativa, es  que para la determinación e 
implementación de medidas objeto de reparación integral, el Poder Ejecutivo del Estado, 
deberá elaborar un Plan de Atención y Reparación Integral a Víctimas, este plan deberá 
contener la metodología que permita establecer para cada víctima un plan individual de 
reparación, donde se determinen los derechos vulnerados, el daño y se establezcan las 
medidas necesarias para garantizar la reparación integral y los términos. El plan deberá 
contemplar también a las personas colectivas objeto de reparación. 
 
Las medidas desarrolladas en el marco del Plan de Reparación Integral se desarrollarán con 
cargo al Fondo. 
 
Por último y adicional a todo ello, con el fin de ayudar a las personas, particularmente a las 
que carecen de recursos económicos, estamos proponiendo que las autoridades Estatales y 
Municipales apoyen a los gastos funerarios de las víctimas directas cuando la causa de 
muerte sea homicidio y cuando sus familiares no tengan los medios para solventar los gastos. 
Por ningún motivo se impedirá a las víctimas indirectas ver los restos de sus familiares. Todo 
ello con el fin de atender un problema social que muchas veces se manifiesta en nuestras 
comunidades, así como a prevenir actos que atropellen el derecho que tienen las víctimas 
respecto a sus familiares fallecidos.” 

 

OCTAVO. En fecha 30 de marzo del año en curso, se presentó ante 

este H. Congreso del Estado, la iniciativa de Ley de Víctimas del Estado de 

Yucatán, suscrita por los ciudadanos Rolando Rodrigo Zapata Bello y Roberto 

Antonio Rodríguez Asaf, Gobernador Constitucional y Secretario General de 

Gobierno, ambos del Estado de Yucatán, respectivamente. En la exposición 

de motivos de la iniciativa, los que suscribieron manifestaron lo siguiente: 

“La crisis de inseguridad que atraviesa actualmente el país sumada a la creciente 
preocupación por el respeto a los derechos humanos y a la implementación del nuevo sistema 
de justicia penal acusatorio y oral, nos obliga a replantearnos la figura que hasta hoy 
corresponde a las víctimas, con el fin de diseñar una estrategia clara para su atención y, en 
este sentido, otorgarles un marco de protección más amplio.  
 
En México, hasta antes de la expedición de la Ley General de Víctimas, no se había 
procurado una atención y protección especializada a las víctimas, en el marco de la 
implementación del sistema de justicia penal, sino que este sector había sido ignorado o en el 
mejor de los casos recibido un trato secundario pues, dicho sistema estaba destinado 
prioritariamente a los inculpados. 
 
El 3 de septiembre de 1993 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el 
que se reforman los artículos 16, 19, 20 y 119 y se deroga la fracción XVIII del artículo 107 de 
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la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reforma que introdujo por vez 
primera los derechos de las víctimas u ofendidos, al establecer, en el último párrafo del 
artículo 20 que: “En todo proceso penal, la víctima o el ofendido por algún delito, tendrá 
derecho a recibir asesoría jurídica, a que se le satisfaga la reparación del daño cuando 
proceda, a coadyuvar con el Ministerio Público, a que se le preste atención médica de 
urgencia cuando la requiera y, los demás que señalen las leyes”. 
 
Posteriormente, el 31 de diciembre de 1994, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 
Decreto mediante el cual se reforman diversas disposiciones de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que estableció en el artículo 21 la posibilidad de impugnar, por vía 
jurisdiccional y en los términos que establezca la ley, las resoluciones del Ministerio Público 
sobre el no ejercicio y el desistimiento de la acción penal.  
 
Otro gran avance en materia de víctimas, lo representó la reforma al artículo 20 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado el 21 de septiembre del 
2000 en el Diario Oficial de la Federación, a través del cual, se establecieron en el referido 
artículo los apartados A y B, del inculpado y de la víctima o del ofendido, respectivamente, 
ampliando el catálogo de derechos conferidos a estos últimos. 
 
El 18 de junio de 2008 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, por medio del cual se introdujo un nuevo sistema de justicia 
penal, acusatorio y oral, y se fortalecieron los derechos de toda persona imputada y los 
derechos de la víctima o del ofendido

3
, al disponer que estos podrán intervenir en el juicio e 

interponer los recursos en los términos que prevea la ley; solicitar directamente que se les 
repare el daño; acceder al resguardo de su identidad y otros datos personales cuando sean 
menores de edad, se trate de delito de violación, trata de personas, secuestro o delincuencia 
organizada y cuando a juicio del juzgador sea necesario para su protección, salvaguardando 
sus derechos de defensa; e impugnar ante la autoridad judicial las omisiones del Ministerio 
Público en la investigación de los delitos y las resoluciones de reserva, no ejercicio, 
desistimiento de la acción penal o suspensión del procedimiento cuando no esté satisfecha la 
reparación del daño.  
 
En relación con la materia, también se destaca que una renovada conciencia a la luz del 
derecho internacional de los derechos humanos motivó la aprobación de la importante reforma 
de diversos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

4
, publicada 

en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, la cual dispuso, en el artículo 1, 
párrafo tercero, que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad 
con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 
consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los 
derechos humanos, en los términos que establezca la ley.

5
 

 
Ahora bien, en el contexto local, se desarrollaron esfuerzos para traducir en Yucatán las 

                                                           
3
 Artículo 20, apartado c, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 
4
 Este decreto de conformidad con su artículo transitorio primero entró en vigor el día siguiente al de su publicación. 

 
5
 El artículo transitorio segundo del decreto de 10 de junio de 2011 dispuso que la ley a que se refiere el tercer párrafo 

del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos sobre la reparación debería ser expedida 
en un plazo máximo de un año contado a partir de la entrada en vigor de dicho decreto. 
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grandes reformas constitucionales en materia de seguridad y justicia y de derechos humanos, 
como lo fue la expedición de la Ley de Atención y Protección a las Víctimas del Delito para el 
Estado de Yucatán, publicada el 4 de enero de 2012 en el diario oficial del estado, que tiene 
por objeto establecer las medidas de atención y protección a las víctimas de una conducta 
tipificada como delito; así como garantizar el pleno ejercicio de sus garantías y derechos 
consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados 
internacionales y demás disposiciones aplicables. 
 
De regreso al ámbito federal, el 9 de enero de 2013 se publicó en el Diario Oficial de la 
Federación la Ley General de Víctimas, en términos de lo dispuesto por los artículos 1o., 
párrafo tercero, 17 y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los 
tratados internacionales celebrados y ratificados por el Estado mexicano, y otras leyes en 
materia de víctimas, la cual fue reformada mediante Decreto publicado en el referido medio de 
difusión oficial el 3 de mayo de 2013. 
 
En ese sentido vale la pena señalar que el artículo transitorio séptimo del Decreto por el que 
se expide la Ley General de Víctimas estableció la obligación de los congresos locales de 
armonizar los ordenamientos legales relacionados con ella; obligación normativa que fue 
retomada en el artículo transitorio segundo de la reforma a la ley general mencionada. 
 
En efecto, el Gobierno del Estado de Yucatán se ha preocupado por dar oportuna respuesta a 
las obligaciones legislativas impuestas desde los dispositivos transitorios de las normas 
impulsadas por el Congreso de la Unión. Por lo que el marco de las acciones para otorgar 
vigencia en el estado de Yucatán a las disposiciones del Código Nacional de Procedimientos 
Penales representa una gran oportunidad para expedir una Ley de Víctimas del Estado de 
Yucatán, ajustada a las disposiciones de la Ley General de Víctimas. 
 
Al respecto, el Plan Estatal de Desarrollo 2012 – 2018, en el eje del desarrollo Yucatán 
Seguro, establece el tema Certeza Jurídica y Patrimonial, cuyo objetivo número 1 es 
“Aumentar los niveles de certeza jurídica en el estado”. Entre las estrategias para cumplir con 
dicho objetivo se encuentran las de “Impulsar la actualización constante del marco jurídico 
estatal” e “Implementar mecanismos que permitan la correcta observancia de las leyes 
aprobadas por el Congreso del Estado”. 

 

NOVENO. Como se ha mencionado anteriormente en sesión ordinaria 

de Pleno de fecha 31 de marzo del año en curso, se turnaron a esta Comisión 

Permanente de Justicia y Seguridad Pública, para su estudio y dictamen, las 

iniciativas que contienen la Ley de Víctimas del Estado de Yucatán, suscrita 

por los ciudadanos Rolando Rodrigo Zapata Bello y Roberto Antonio 

Rodríguez Asaf, Gobernador Constitucional y Secretario General de Gobierno, 

ambos del Estado de Yucatán, respectivamente, y la iniciativa que modifica la 

Ley de Atención y Protección a las Víctimas del Delito para el Estado de 

Yucatán, suscrita por los diputados integrantes la Fracción Legislativa del 
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Partido Acción Nacional de esta LXI Legislatura. 

 

 

 

DÉCIMO. En sesión de esta Comisión Permanente celebrada en fecha 

01 de abril del año en curso, se puso a disposición de los diputados 

integrantes ambas iniciativas, para su respectivo estudio y análisis. 

 

 

Con base en los antecedentes antes mencionados, los diputados 

integrantes de esta Comisión Permanente, realizamos la siguiente, 

 

E X P O S I C I Ó N    D E   M O T I V O S: 

 

PRIMERA. Las iniciativas que se dictaminan, encuentran sustento 

normativo en lo dispuesto en los artículos 35, fracciones I y II de la 

Constitución Política del Estado de Yucatán, 16 y 22 fracción VI de la Ley de 

Gobierno del Poder Legislativo del Estado de Yucatán, por los que se le otorga 

la facultad al Titular del Poder Ejecutivo del Estado y a los diputados de poder 

iniciar leyes o decretos.  

 

De igual forma, es preciso señalar que, con fundamento con el artículo 

43 fracción III de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo del Estado de 

Yucatán, esta Comisión Permanente de Justicia y Seguridad Pública, tiene 

competencia para estudiar, analizar y dictaminar, las iniciativas que nos 

ocupan, ya que versan sobre asuntos relacionados con la procuración e 

impartición de justicia y la seguridad pública. 

 

SEGUNDA. En primera instancia, estimamos delimitar el término de 
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víctimas u ofendidos por únicamente víctimas, lo anterior, de acuerdo con el 

criterio esgrimido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mismo que 

señala dentro del rubro OFENDIDO Y VICTIMA DEL DELITO
6, del cual, este 

órgano dictaminador toma como orientador en el presente asunto. 

 

De lo anterior, el máximo tribunal hace referencias respecto del derecho 

penal, en lo concerniente a las diferencias doctrinales del sujeto pasivo del 

hecho delictuoso, por lo que considera en sentidos distintos a la víctima y al 

ofendido, pues no siempre se reúnen en la misma persona tales caracteres.  

 

Por lo que, tales denominaciones pudieren considerarse como 

sinónimos; sin embargo, la primera tiene una connotación más extensa porque 

no sólo comprende al agraviado sino también a otras personas, ya que con 

motivo de la perpetración de delitos, si bien se causa daño al sujeto pasivo, es 

factible que también se produzcan lesiones de cualquier índole a otras 

personas, de ahí que la ley debe protegerlas porque también son víctimas de 

los delitos. 

 

En ese contexto, y sin el ánimo de desconocer que jurídicamente tiene 

diversas acepciones, en el ámbito del derecho penal debe ser reconocido el 

término víctima, debido a que es más amplio y el estado no debe concretarse 

a proteger al sujeto pasivo del delito, sino al ofendido quien es el que 

directamente sufre un daño a consecuencia de la comisión de un delito, a las 

que indirectamente sufrieron las consecuencias del delito, ya fuesen sus 

familiares o terceros dependientes económicamente del pasivo, así como 

aquéllos que sufren lesiones, daños, pérdidas patrimoniales o menoscabo 

                                                           
6
 Sexta Época; Registro: 261173; Instancia: Primera Sala; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; 

Segunda Parte, XLIII; Materia(s): Penal; Tesis; Página: 59 
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sustancial de sus derechos fundamentales como consecuencia de acciones u 

omisiones sancionadas por las leyes penales, es así que las presentes 

iniciativas buscan contemplar un término que agrupe a las víctimas, para 

incluirlas sin distinciones meramente doctrinales, tal y como ha expresado la 

corte mexicana.  

 

De tal modo, que ampliando dicho término, se rompa el papel 

secundario de la víctima, pues con ello, se estará en aptitud de considerar a 

las personas no solo dentro del ámbito penal y la tutela de sus derechos como 

tal que nos resulta incuestionable.  

 

Ahora bien, de los antecedentes plasmados se desprende que, como 

bien lo afirma Reyes Calderón y León Dell7, México, en el tema de víctimas, ha 

sido pionero pragmático al instituir en la legislación federal disposiciones 

dirigidas a la atención de víctimas del delito, propiciando con ello, que el 

derecho victimal en el país, se vaya integrando mediante sendas reformas 

constitucionales al artículo 20 Constitucional en los años de 1993, 2000, 2008 

y 2011, culminando en enero de 2013 con la expedición de la Ley General de 

Víctimas, en términos de lo dispuesto por los artículos 1o., párrafo tercero, 17 

y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los 

tratados internacionales celebrados y ratificados por el estado mexicano. 

 

Es de enfatizar que, es a partir de la reforma en materia de Justicia y 

Seguridad Pública, de junio de 2008, que se eleva a rango de garantía 

constitucional la protección de los derechos de la víctima u ofendido, al 

adicionar al artículo 20 de la Constitución Política Federal, el apartado  C, 

                                                           
7
 Reyes Calderón, José Adolfo y Rosario León-Dell. “Victimología”. Edición 2. Editor Impresos Caudal. 1997, 

págs. 322. 
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definiendo en dicho apartado los derechos de éstos, tales como el de recibir, 

desde la comisión del delito, atención médica y psicológica; asesoría jurídica; 

a que se le repare el daño causado; al resguardo de su identidad y datos 

personales; a solicitar medidas cautelares y providencias necesarias para 

proteger y restituir sus derechos; y, a impugnar ante la autoridad judicial las 

omisiones del Ministerio Público. 

 

Sin embargo, a pesar de este gran avance en la materia en nuestro 

país, en el ámbito internacional se presenta una nueva perspectiva en relación 

con los derechos humanos, la cual deriva de la sentencia emitida por el Pleno 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación respecto del acatamiento a lo 

ordenado en el caso Radilla Pacheco8, denominado varios 912/2012, 

originando esta sentencia la motivación de reformar la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos9, a la luz de los derechos humanos, 

concretándose el decreto de reformas el 10 de junio de 2011, el cual dispuso, 

en el artículo 1, párrafo tercero, que todas las autoridades, en el ámbito de sus 

competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 

garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad; en este 

sentido, todo servidor público se vuelve un defensor de los derechos 

humanos.  

 

En consecuencia, los estados están obligados a prevenir, investigar, 

sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos 

                                                           
8
 PERSONAS JURÍDICAS. SON TITULARES DE LOS DERECHOS HUMANOS COMPATIBLES CON SU 

NATURALEZA; Época: Décima Época ; Registro: 2001402; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de 
Tesis: Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; 
Materia(s): Constitucional ;Tesis: I.4o.A.2 K (10a.); Página: 1875  

 
9
 Este decreto de conformidad con su artículo transitorio primero entró en vigor el día siguiente al de su publicación. 
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que establezca la ley relativa10, si bien, Yucatán el 4 de enero de 2012 expidió 

una Ley en la materia de víctimas, denominándose Ley de Atención y 

Protección a las Víctimas del Delito para el Estado de Yucatán, para 

adecuarse a las reformas constitucionales, estos esfuerzos quedaron 

obsoletos en el momento en que se expidió la nueva Ley General de Victimas 

de fecha 9 de enero de 2013, que responde a lo dispuesto en los artículos 1o., 

párrafo tercero, 17 y 20 de la Constitución Política Federal, los tratados 

internacionales celebrados y ratificados por el estado mexicano.  

 

En ese sentido, estimamos favorables las iniciativas en estudio, toda 

vez que pretenden armonizar la normatividad local al texto constitucional 

federal y dar cumplimiento a la Ley General de Víctimas.  

 

TERCERA. Derivado de la implementación del Sistema Penal 

Acusatorio y Oral en el Estado de Yucatán, se expidieron, abrogaron y 

modificaron diversas leyes del marco jurídico estatal, tales como el Código 

Procesal Penal, reformas al Código Penal, la Ley de Fiscalía General, la Ley 

del Instituto de Defensa Pública, la Ley de Ejecución de Sanciones,  la Ley de 

Justicia para Adolescentes y la Ley de Mecanismos Alternativos de Solución 

de Controversias, entre otras. 

 

 En su conjunto esas leyes, originaron una transformación de la justicia 

penal en el estado, las cuales, en concordancia con la Constitución Federal, 

exigen a los órganos estatales establecer las condiciones necesarias para la 

nueva estructura de los procesos penales en aras de una justicia restaurativa.  

 

                                                           
10

 El artículo transitorio segundo del decreto de 10 de junio de 2011 dispuso que la ley a que se refiere el tercer 

párrafo del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos sobre la reparación debería ser 
expedida en un plazo máximo de un año contado a partir de la entrada en vigor de dicho decreto. 
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Este modelo es la consecuencia del cambio de paradigma de una justicia 

retributiva a una justicia restaurativa11 que  se basa en la idea de que el éxito 

de la lucha contra el crimen no debe excluir a la víctima ni a la comunidad 

donde se consuma; y, además, en que se debe dar al delincuente la 

oportunidad de responsabilizarse ante el sujeto pasivo, tanto moral como 

económicamente. 

 

 

En efecto, conscientes de la importancia de contemplar el ordenamiento 

idóneo para ampliar la efectividad jurídica hacia las personas que sufren 

daños como resultado de conductas violentas y de que los derechos de las 

víctimas no han sido ejercidos de manera efectiva, en razón de obstáculos 

estructurales y operativos para un verdadero acceso a la justicia y de acuerdo 

con el tema que hoy nos ocupa, con el presente dictamen los órganos 

estatales, adquieren como obligación brindar atención, protección y seguridad 

necesaria a los intervinientes en el proceso penal, y en especial las víctimas. 

 

Reconociendo además que la problemática que rodea la situación de 

las víctimas, así como la atención que se les brinda varía en función de las 

realidades y circunstancias propias en cada uno de ellos, es por tales razones 

que se considera emitir una nueva ley estatal en materia de víctimas que se 

adecue con los lineamientos generales, que fomente las condiciones efectivas, 

mediante mecanismos y acciones concretas de operativización, tanto en el 

campo jurisdiccional como administrativo, para el pleno ejercicio de los 

derechos de las víctimas. 

 

CUARTA. Del estudio a las iniciativas turnadas a esta Comisión 

                                                           
11

 Hacia una Justicia Restaurativa en México; Fonseca, M. Emma; Instituto de la Judicatura Federal, Edición, 

Institucional, México,2009, Pág. 15 
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Permanente, cabe mencionar, que ambas mantienen similitud en el contenido 

de sus disposiciones, ya que estas se encuentran orientadas hacia la 

armonización con las disposiciones federales, es decir, conforme a los 

términos de lo dispuesto por los artículos 1o., párrafo tercero, 17 y 20 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados 

internacionales celebrados y ratificados por el estado mexicano. 

  

 

Cabe señalar que, con el presente dictamen se consideraron agregar a 

la ley que se dictamina, todas las propuestas presentadas en la iniciativa de 

reformas a la Ley de Atención y Protección a las Víctimas del Delito para el 

Estado de Yucatán, presentada en sesión ordinaria de Pleno de fecha 01 de 

marzo del año en curso, por la diputada María Beatriz Zavala Peniche en 

representación de los diputados integrantes de la Fracción Legislativa del 

Partido Acción Nacional, toda vez que la ley sobre la que se propone las 

reformas, con este dictamen se abroga, no obstante ello, se rescata el espíritu 

de las propuestas ahí plasmadas a fin de enriquecer y fortalecer la ley que se 

emite. 

 

Lo anterior, en razón de que observamos que el contenido de la 

propuesta, está encauzada a que no sólo se proteja a las que son víctimas de 

un delito, sino que se proporcione una reparación integral de las personas 

víctimas de violaciones a derechos humanos, tal y como lo señala la 

constitución federal y los tratados internacionales, en tal virtud estimamos que 

ambas iniciativas se encuentran en el mismo sentido, siendo que la iniciativa 

que presentó el Ejecutivo del Estado engloba las propuestas presentadas por 

la fracción legislativa antes referida en su iniciativa.  

 

QUINTA. Puntualizado lo anterior, esta Comisión Permanente de 
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Justicia y Seguridad Pública, del estudio y análisis de las iniciativas 

presentadas ante este H. Congreso, considera viable dictaminar la Ley de 

Víctimas del Estado de Yucatán, la cual se compone de 56 artículos, divididos 

en 4 títulos y 10 artículos transitorios.  

 

Ahora bien, como parte de las funciones legislativas, es preciso 

esclarecer y abundar respecto de la estructura normativa, por lo que esta 

comisión dictaminadora, analizará el sentido y alcance del precepto 

legal atendiendo el fin de esta, es decir, a los determinados objetivos que se 

buscan conseguir mediante su establecimiento. 

 

El título primero denominado “Disposiciones generales” se integra por 

un capítulo único que contiene los artículos del 1 al 9, relativos al objeto de la 

ley, definiciones, aplicación, principios, derechos de las víctimas, el derecho a 

la asesoría jurídica, las medidas, reparación integral y la interpretación de la 

ley. 

 

Como se puede apreciar, en ese apartado se establecen los 

fundamentos bajo los cuales debe conducirse la observancia general y los 

órdenes de gobierno en la materia dentro de su competencia para hacer 

efectiva su exigibilidad. Asimismo es importante recalcar la armonización de la 

presente ley, con los principios rectores, contenidos en el artículo 5º de la Ley 

General en la materia. 

 

Entre tanto, los mecanismos, medidas y procedimientos establecidos en 

el presente ordenamiento serán diseñados, implementados y evaluados 

aplicando los principios intrínsecos en el nuevo ordenamiento local. 

 

Se dispone que en cualquier caso, toda norma, institución o acto que se 

https://es.wikipedia.org/wiki/Ley
https://es.wikipedia.org/wiki/Ley


GOBIERNO DEL ESTADO DE  YUCATÁN 

PODER LEGISLATIVO 

 

19 

LXI LEGISLATURA DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE 

YUCATÁN 

desprenda de la presente ley serán interpretados de conformidad con los 

derechos humanos reconocidos por la constitución y los tratados 

internacionales de los que el estado mexicano es parte, aplicando siempre la 

norma más benéfica para la persona. 

 

De igual forma, se determina que las autoridades presumirán la buena 

fe de las víctimas, por lo tanto, los servidores públicos que intervengan con 

motivo del ejercicio de derechos de las víctimas, no deben criminalizarla o 

responsabilizarla por su situación de víctima y deben brindarle los servicios de 

ayuda, atención y asistencia desde el momento en que lo requiera, así como 

respetar y permitir el ejercicio efectivo de sus derechos. 

 

Los mecanismos, medidas y procedimientos contemplados en la ley 

que se dictamina, en especial, los relacionados con la de asistencia, ayuda, 

protección, atención y reparación integral a las víctimas deberán realizarse de 

manera armónica, eficaz y eficiente, entendiéndose siempre como 

complementarias y no excluyentes. 

 

Tanto las reparaciones individuales, administrativas o judiciales, como 

las reparaciones colectivas deben ser complementarias para alcanzar la 

integralidad que busca la reparación. 

 

En cuanto al estado, se le requiere que deberá realizar todas las 

actuaciones necesarias dentro de un tiempo razonable, para lograr el objeto 

de la ley, en especial la prevención, ayuda, atención, asistencia, derecho a la 

verdad, justicia y reparación integral a fin de que la víctima sea tratada y 

considerada como sujeto titular de derecho. 

 

Asimismo, deberá remover los obstáculos que impidan el acceso real y 
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efectivo de las víctimas a las medidas reguladas por la ley en estudio, realizar 

prioritariamente acciones encaminadas al fortalecimiento de sus derechos, 

contribuir a su recuperación como sujetos en ejercicio pleno de sus derechos y 

deberes, así como evaluar permanentemente el impacto de las acciones que 

se implementen a favor de las víctimas. 

 

En el título segundo denominado “Sistema Estatal de Atención a 

Víctimas” se integra por cuatro capítulos: capítulo I “Objeto del sistema”, 

capítulo II “Consejo Estatal de Atención a Víctimas”, capítulo III “Comisión 

Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas” y capítulo IV “Programa Especial de 

Atención a Víctimas”. 

 

En dicho apartado encontramos el Sistema Estatal de Atención a 

Víctimas, el cual es el conjunto de normas, autoridades, así como todos los 

procedimientos que tienen como  por objeto implementar los mecanismos de 

colaboración, coordinación y articulación interinstitucional para el desarrollo de 

los instrumentos, políticas, servicios y acciones, previstos en la ley, con la 

finalidad de garantizar los derechos de las víctimas. 

 

Este sistema cobra gran importancia, pues con la implementación de 

sus acciones formará un enlace efectivo entre este y el sistema nacional; así 

como los que se creen en las correspondientes entidades federativas. 

 

Cabe señalar que, para el diseño, implementación de políticas, 

estrategias y acciones en materia de atención y protección a víctimas, que en 

su conjunto articulan el cumplimiento cabal de lo mandatado en la ley, se 

realizarán bajo el contexto de cultura de respeto y participación ciudadana. 

 

El referido sistema estará a cargo de un Consejo Estatal de Atención a 
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Víctimas, el cual contribuirá a mejorar su organización y funcionamiento, 

mediante la planeación, definición, seguimiento y evaluación de políticas, 

estrategias y acciones; y a implementarlo efectivamente. 

 

En ese sentido, en aras de una responsabilidad compartida de todas las 

autoridades para el cumplimiento, ese Consejo Estatal estará integrado por 

representantes de los diversos poderes públicos en la entidad, encabezado, 

con el carácter de Presidente, quien lo sea por la Secretaría General de 

Gobierno, y representantes de las órganos descentralizados y concentrados 

de la administración pública estatal, así como un representante del Poder 

Legislativo. 

 

Así bien, formará parte de dichos trabajos el titular de la Dirección de la 

Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas, cuya naturaleza 

administrativa será la de organismo público descentralizado, con personalidad 

jurídica y patrimonio propio, cuyo objeto es la contribución en garantizar los 

derechos de las víctimas mediante, la prestación del servicio de asesoría 

legal, la operación del registro estatal y la administración del fondo estatal. 

 

De manera específica, dicho órgano descentralizado, tendrá la 

fundamental tarea de brindar asesoría jurídica gratuita a las víctimas, en el 

ámbito local, a fin de garantizar sus derechos, así como la debida orientación 

para permitir en total plenitud del acceso a las medidas de ayuda inmediata, 

de asistencia, de atención y de reparación integral, y en especial atención a 

procurar la reparación integral de las víctimas. 

 

Con la finalidad de contar con un registro de las personas consideradas 

víctimas, la Comisión Ejecutiva en comento, tiene la obligación de integrar, 

actualizar y administrar el registro estatal de víctimas, para lo cual deberá 
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adoptar las medidas necesarias que garanticen el ingreso de la víctima al 

registro estatal, así como la realización de diagnósticos de la problemática de 

los integrantes del registro; al igual que se especifica su capacidad de 

administrar y vigilar el adecuado ejercicio de los recursos del fondo estatal. 

 

Igualmente, se inserta un Programa Especial de Atención a Víctimas, el 

cual tiene por objeto establecer las acciones que, en forma planeada y 

coordinada, deberán realizar las dependencias y entidades de la 

Administración Pública estatal, cuyo contenido guardará congruencia con los 

instrumentos internacionales de protección de las víctimas, las disposiciones 

legales federales en la materia y las establecidas en la ley. 

 

El título tercero denominado “Registro Estatal de Atención a Víctimas” 

se integra por tres capítulos: capítulo I “Disposiciones generales”, capítulo II 

“Reconocimiento de la calidad de víctima”, y capítulo III “Disposiciones 

finales”. 

 

En los citados apartados, se contempla que un Registro Estatal de 

Atención a Víctimas, el cual, tendrá por objeto integrar la información relevante 

relacionada con estas, para facilitarles el acceso oportuno y efectivo a las 

medidas de ayuda inmediata, de asistencia, de atención y de reparación 

integral, establecidas en la Ley General de Víctimas. 

 

En esa vertiente, la comisión ejecutiva recolectará, sistematizará, 

procesará, intercambiará, consultará, analizará y actualizará, periódicamente y 

a través del registro estatal, la información relacionada con las víctimas y 

aquella que generen las autoridades integrantes del sistema estatal en el 

ejercicio de sus atribuciones, por lo que las autoridades integrantes del 

sistema estatal tendrán la obligación de proporcionar y compartir a la comisión 
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ejecutiva la información que, en la materia, obre en sus bases de datos. 

 

De gran importancia es incluir dentro de la citada ley, los requisitos 

mínimos que deberán contenerse dentro del Registro Estatal de Atención a 

Víctimas, pues con ella, es posible establecer una fuente de información 

estadística, la información que se respaldará es en cuanto a el relato del delito 

o de la violación a los derechos humanos, una descripción del daño sufrido, 

así como datos que permitan establecer la plena identificación del lugar y la 

fecha donde ocurrió el delito o la violación a los derechos humanos. 

 

 

Asimismo, la identificación de la víctima o víctimas del delito o de la 

violación a los derechos humanos, de la persona o autoridad que solicitó el 

registro de la víctima, en su caso, sus datos de contacto y su relación con la 

víctima y la identificación y descripción de las medidas otorgadas 

efectivamente a la víctima. 

 

Ahora bien, en dicho registro estarán aquellas personas a las que se les 

reconozca la calidad de víctima por resolución de la comisión ejecutiva, previa 

presentación de la solicitud o en los casos previstos dentro de la norma. 

 

Por lo que respecta a la solicitud mencionada, se establece que la 

solicitud de reconocimiento de la calidad de víctima se tramitará gratuitamente, 

ante la comisión ejecutiva, por la víctima o su representante, o por las demás 

autoridades integrantes del sistema estatal, a través del formato único 

dispuesto para tal efecto.  

 

Como parte de una coordinación funcional y sistemática para la correcta 

implementación, de dicho registro, la Fiscalía General del Estado, la 



GOBIERNO DEL ESTADO DE  YUCATÁN 

PODER LEGISLATIVO 

 

24 

LXI LEGISLATURA DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE 

YUCATÁN 

Secretaría de Seguridad Pública, el Instituto para la Igualdad entre Mujeres y 

Hombres en Yucatán, la Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia, la 

Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, al momento de 

recibir la denuncia, querella, queja o cualquier declaración en la que la víctima 

narre hechos delictivos o conductas violatorias de derechos humanos, 

deberán invitarle a que solicite el reconocimiento de su calidad de víctima.  

 

Cuando las víctimas manifiesten su conformidad, las autoridades 

señaladas en el párrafo anterior procederán a tramitar su solicitud, a través del 

formato único que apruebe la comisión ejecutiva. La presentación de la 

solicitud no implica de oficio el reconocimiento de la calidad de víctima. 

 

La información y la documentación presentada serán valoradas por el 

director general de la comisión ejecutiva, quien resolverá en definitiva sobre la 

existencia del hecho delictivo o de la violación de derechos, así bien, para 

mejor proveer, el director general podrá solicitar a cualquier autoridad estatal o 

municipal o a aquella que dio inicio al trámite, la información que estime 

necesaria, la cual deberá proporcionarse, en su caso, en un plazo máximo de 

quince días naturales.  

 

Se contempla que el proceso de valoración de la solicitud de 

reconocimiento de calidad de víctima no suspende, en ningún caso, la 

prestación de las medidas de ayuda inmediata a las que tenga derecho. 

 

Ahora bien, cuando la resolución emitida, no sea favorable al 

promovente procede el recurso de revisión en los términos previstos en la Ley 

de Actos y Procedimientos Administrativos del Estado de Yucatán. 

 

La solicitud a la que hacemos referencia, será la regla general, teniendo 
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como excepciones la resolución jurisdiccional o sentencia condenatoria, la 

recomendación de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos o de la 

Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, la del Ministerio 

Público, así también la resolución de un organismo internacional de protección 

de derechos humanos al que México le reconozca competencia, y por último el 

reconocimiento expreso de la autoridad responsable de la violación a los 

derechos humanos. 

 

En lo referente, al título cuarto denominado “Fondo Estatal de Ayuda, 

Asistencia y Reparación Integral” se integra por tres capítulos: capítulo I 

“Disposiciones Generales”, capítulo II “Procedimiento” y capítulo III 

“Compensación”. 

 

Este título cobra vital importancia, ya que representa la principal función 

material de la ley, respecto a lo vertido dentro del presente dictamen, en 

referencia a la justicia restaurativa, que representa, a criterio de quienes 

integramos esta comisión, el paradigma respecto a la reparación del daño de 

la víctima, por lo que en efecto, un papel protagónico en la funcionalidad del 

presente ordenamiento.  

 

De ahí que se establezca que el objeto del Fondo Estatal de Ayuda, 

Asistencia y Reparación Integral será brindar los recursos necesarios para la 

compensación subsidiaria del derecho a la reparación integral de las víctimas. 

La administración de dicho fondo le corresponde a la Comisión Ejecutiva, la 

cual podrá asumir, con cargo al fondo estatal, el otorgamiento directo de las 

medidas establecidas en la Ley General de Víctimas. 

 

Cabe mencionar, que es fundamental blindar el fondo estatal para que 

se encuentre exento de toda imposición de carácter fiscal y parafiscal, así 
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como de los diversos gravámenes a que puedan estar sujetas las operaciones 

que se realicen con sus recursos, pues con ello no podrán afectarse los 

recursos que en ella se contengan. 

 

Su funcionamiento estará a cargo de las disposiciones del organismo, 

donde se deberá precisar qué medidas podrán otorgarse con cargo al fondo, 

así como los montos máximos, la conformación de los recursos del fondo 

estatal, los cuales se integrará con recursos estatales y partidas 

presupuestales que se le asignen en el presupuesto de egresos del Gobierno 

del estado para el ejercicio fiscal que corresponda, así también como los 

recursos provenientes de las garantías que se hagan efectivas cuando los 

imputados incumplan con las medidas cautelares impuestas por la autoridad 

jurisdiccional, en términos del artículo 174 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales. 

 

Se establece que también integrarán el fondo aquellas reparaciones del 

daño no reclamadas por las víctimas, el cual deberá ser transmitido al fondo 

estatal.  

 

Ha quedado establecido que la reparación del daño, a cargo del citado 

Fondo podrá contemplar las aportaciones provenientes de personas físicas o 

morales, nacionales o extranjeras, o de otros fondos de cualquier naturaleza; 

así como rendimientos que generen los recursos del fondo estatal, los montos 

que se recuperen en virtud del derecho de repetición en los términos de la ley 

y demás recursos que le sean asignados. 

 

Por último, es de mencionar, que estas iniciativas, fueron deliberadas y 

consensuadas por los diputados que integramos esta Comisión, por lo que la 

misma fue sometida a diversas propuestas de modificaciones tales como 
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redacción y técnica legislativa, así como de fondo, las cuales en su conjunto 

sirvieron para retroalimentar y fortalecer el espíritu que emana de la reforma 

constitucional en materia de víctimas. 

 

SEXTA. En tal virtud, los diputados integrantes de esta Comisión 

Permanente podemos concluir que Ley de Víctimas del Estado de Yucatán 

que hoy se dictamina, se ajusta a los términos de lo dispuesto por los artículos 

1o., párrafo tercero, 17 y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y los tratados internacionales celebrados y ratificados por el estado 

mexicano; así como a la Ley General de Víctimas; toda vez que establece 

mecanismos claros y concretos que permitiran proteger y garantizar de mejor 

manera los derechos de las víctimas. 

 

Por todo lo expuesto y fundado, los integrantes de esta Comisión 

Permanente de Justicia y Seguridad Pública, consideramos viable aprobar la 

Ley de Víctimas del Estado de Yucatán, por todos los razonamientos 

expresados en este dictamen. Por tal motivo con fundamento en los artículos 

30 fracción V de la Constitución Política, 18 y 43 fracción III de la Ley de 

Gobierno del Poder Legislativo, ambas del Estado de Yucatán, sometemos a 

consideración del Pleno del H. Congreso del Estado de Yucatán, el siguiente 

proyecto de:   
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Ley de Víctimas del Estado de Yucatán  

 

Título primero 

Disposiciones generales 

 

Capítulo único 

 

Artículo 1. Objeto  

Esta ley es de orden público, interés social y observancia general en el estado de Yucatán, y tiene por objeto garantizar la atención y protección de las víctimas, a través de la regulación de los instrumentos, las autoridades y los mecanismos de coordinación para darle cumplimiento. 

 

Artículo 2. Definiciones 

Para los efectos de esta ley, se entenderá por: 

 

I. Comisión ejecutiva: la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a 

Víctimas. 

 
II. Consejo estatal: el Consejo Estatal de Atención a Víctimas. 
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III. Fondo estatal: el Fondo Estatal de Ayuda, Asistencia y Reparación 

Integral. 

 
IV. Programa especial: el Programa Especial de Atención a Víctimas. 

V. Registro estatal: el Registro Estatal de Atención a Víctimas.  

 
VI. Sistema estatal: el Sistema Estatal de Atención a Víctimas. 

 
 

VII. Víctimas: las personas físicas que sufren directamente algún daño 

o menoscabo económico, físico, mental o emocional, o la puesta en peligro o 

lesión a sus bienes jurídicos o derechos como consecuencia de la comisión de 

un delito o de una violación a sus derechos humanos; los familiares de las 

víctimas, las personas a su cargo o aquellas cuya integridad física o derechos 

peligren por prestarles asistencia; y los grupos comunidades u organizaciones 

sociales que hubieran sido afectadas en sus derechos, intereses o bienes 

jurídicos colectivos como resultado de la comisión de un delito o la violación a 

sus derechos humanos. 

 
VIII. Violación a los derechos humanos: los actos u omisiones que 

afecten los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado de Yucatán o 

en los tratados internacionales, cuando el agente sea servidor público, estatal 

o municipal, en el ejercicio de sus funciones o atribuciones o un particular que 

ejerza funciones públicas. También se considera violación de derechos 

humanos cuando la acción u omisión referida sea realizada por un particular 

instigado o autorizado, explícita o implícitamente por un servidor público, o 

cuando actúe con aquiescencia o colaboración de un servidor público. 
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Artículo 3. Aplicación 

La aplicación de esta ley corresponde, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, al Gobierno del estado y a los ayuntamientos, por conducto de 

sus dependencias y entidades. 

 

El Gobierno del estado y los ayuntamientos, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, tendrán las atribuciones establecidas en los 

artículos 118 y 119, de la Ley General de Víctimas. 

 

Artículo 4. Principios 

Las autoridades encargadas de la aplicación de esta ley, para la 

ejecución de las medidas y los procedimientos de atención, deberán observar 

los principios rectores previstos en el artículo 5 de la Ley General de Víctimas. 

 

Artículo 5. Derechos de las víctimas 

Las víctimas tienen, de manera enunciativa, más no limitativa, los 

siguientes derechos: 

 

I. Recibir información accesible y precisa, así como la documentación 

necesaria para ejercer sus derechos y acceder a las medidas y los 

procedimientos de atención. 

 
 II. Recibir las medidas de ayuda inmediata, de asistencia, de atención y 

de reparación integral a que se refiere el artículo 7, en forma oportuna, rápida, 

gratuita y bajo un enfoque transversal de género, intercultural y diferencial. 

 
 III. Acceder a la justicia. 

 
IV. Gozar de los derechos previstos en el artículo 109 del Código 

Nacional de Procedimientos Penales y en el artículo 12 de la Ley General de 
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Víctimas.  

 
 V. Acceder a una investigación pronta y efectiva que lleve a la 

identificación, captura, procesamiento y sanción de los responsables, al 

esclarecimiento de los hechos y la reparación integral del daño.  

 

 VI. Conocer la verdad histórica de los hechos constitutivos del delito o 

de las violaciones a los derechos humanos de que fueron objeto.  

 
 VII. Participar en la búsqueda de la verdad de los hechos, 

especialmente en los casos de personas desaparecidas, ausentes, no 

localizadas, extraviadas o fallecidas, así como conocer su destino o paradero 

o el de sus restos.  

 
 VIII. Ser reparadas integralmente, de manera efectiva, diferenciada y 

transformadora por el daño que han sufrido como consecuencia del delito o de 

las violaciones a los derechos humanos de que fueron objeto. 

 
 IX. Recibir protección del estado. 

  
 X. Ser tratado con la atención y el debido respeto a su dignidad. 

 
 XI. Ser registrado, en su caso, en el registro estatal. 

 
 XII. Acceder, en su caso, a los recursos del fondo estatal. 

 
 XIII. Ser localizado, en los casos de desaparición, a través de la 

instrumentación de protocolos de búsqueda. 

 
 XIV. Participar en la formulación, implementación y seguimiento de la 

política pública en materia de atención a víctimas. 
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 XV. Reunirse con otras víctimas para el ejercicio y defensa de sus 

derechos. 

 

Artículo 6. Derecho a la asesoría jurídica 

La víctima tendrá derecho a nombrar a un asesor jurídico de su 

confianza en cualquier etapa del proceso penal, quien deberá ser licenciado 

en derecho y podrá participar en las audiencias en los términos que establece 

el Código Nacional de Procedimientos Penales. 

 

En caso de que la víctima no cuente con asesor jurídico, la comisión 

ejecutiva le asignará uno de oficio, siempre que se haya inscrito en el registro 

estatal, y sin más requisitos que la solicitud formulada por la víctima o a 

petición de algún organismo público o privado de protección de los derechos 

humanos. 

 

Los asesores jurídicos de la víctima tendrán las funciones establecidas 

en el artículo 169 de la Ley General de Víctimas. 

 

Artículo 7. Medidas 

Las medidas de ayuda inmediata, que comprenden las de alojamiento y 

alimentación, de transporte, de protección y de asesoría jurídica; las de 

asistencia y atención, que comprenden las económicas y de desarrollo y de 

atención y asistencia en materia de procuración y administración  de justicia; y 

las medidas de reparación integral, que comprenden las de restitución, de 

rehabilitación, de compensación, de satisfacción y de no repetición 

establecidas en la Ley General de Víctimas serán otorgadas de manera 

gratuita y se prestarán en atención a la gravedad del daño sufrido y a las 

condiciones particulares de la víctima, especialmente tratándose de personas 

pertenecientes a grupos vulnerables como son las niñas, niños, adolescentes, 
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mujeres, adultos mayores, personas con discapacidad e indígenas. 

 

Las medidas se brindarán en los términos de las reglas de operación de 

los programas a cargo de las dependencias y entidades de la Administración 

Pública estatal o municipal. 

 

Artículo 8. Reparación integral 

La reparación integral comprende las medidas de restitución, 

rehabilitación, compensación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus 

dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de 

estas medidas será implementada a favor de la víctima teniendo en cuenta la 

gravedad y magnitud del hecho victimizante cometido o la gravedad y 

magnitud de la violación de sus derechos, así como las circunstancias y 

características del hecho victimizante. 

 

El Gobierno del estado, por conducto de la comisión ejecutiva o de las 

dependencias y entidades de la Administración Pública estatal, en términos de 

lo dispuesto por el artículo anterior, generará los programas y reglas de 

operación necesarios para garantizar las medidas de reparación integral a las 

personas que hayan sido reconocidas como víctimas de violaciones a sus 

derechos humanos en las recomendaciones de la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos o de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 

Yucatán. 

 

Artículo 9. Interpretación 

Cuando exista alguna controversia durante la aplicación de esta ley, se 

deberá preferir aquella que proteja con mayor eficacia a las víctimas. 

 
Título segundo 
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Sistema Estatal de Atención a Víctimas 

 
Capítulo I  

Objeto del sistema 

 
Artículo 10. Objeto del sistema 

El sistema estatal es el conjunto de normas, autoridades y 

procedimientos que tiene por objeto implementar mecanismos de 

colaboración, coordinación y articulación interinstitucional para el desarrollo de 

los instrumentos, políticas, servicios y acciones, previstos en esta ley, con la 

finalidad de garantizar los derechos de las víctimas. 

 

Capítulo II 

Consejo Estatal de Atención a Víctimas 

 

Artículo 11. Objeto del consejo estatal 

El Consejo Estatal de Atención a Víctimas es la instancia superior de 

coordinación del sistema estatal y tiene por objeto contribuir a mejorar su 

organización y funcionamiento, mediante la planeación, definición, 

seguimiento y evaluación de políticas, estrategias y acciones; y a implementar 

efectivamente el Sistema Nacional de Atención de Víctimas y las directrices 

que emita en el estado. 

 

Artículo 12. Atribuciones 

El consejo estatal, para el cumplimiento de su objeto, tendrá las 

siguientes atribuciones: 

 

I. Establecer las bases para la coordinación entre las autoridades 

estatales y municipales para garantizar los derechos de las víctimas. 
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II. Impulsar la efectiva coordinación entre los órdenes de gobierno y 

poderes del estado en materia de atención y protección a víctimas. 

 
III. Distribuir entre las autoridades que integran el sistema estatal, 

actividades específicas para el cumplimiento del objeto de esta ley. 

 
IV. Implementar acciones para vincular efectivamente el sistema estatal 

con el sistema nacional y los sistemas de otros estados. 

 
V. Diseñar las políticas, estrategias y líneas de acción en materia de 

atención y protección a víctimas y supervisar su implementación. 

 
VI. Proponer el establecimiento de objetivos y metas en los 

instrumentos de planeación en materia de atención y protección a víctimas, y 

vigilar su cumplimiento. 

 
VII. Impulsar la elaboración de estudios e investigaciones que permitan 

conocer la problemática que atraviesan las víctimas. 

 
VIII. Emitir acuerdos para mejorar la organización y el funcionamiento 

del sistema estatal. 

 
IX. Impulsar el desarrollo profesional y la especialización de los 

servidores públicos de las autoridades integrantes del sistema estatal. 

 
X. Fomentar la cultura del respeto y atención a las víctimas, así como 

promover acciones de difusión para sensibilizar a la sociedad sobre esta 

materia. 

 

XI. Fomentar la participación ciudadana en el diseño y la 

implementación de políticas, estrategias y acciones en materia de atención y 
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protección a víctimas. 

 
XII. Emitir observaciones al gobernador sobre el proyecto de programa 

especial. 

 
XIII. Realizar propuestas de modificación al marco normativo aplicables 

en materia de atención y protección a víctimas. 

 
XIV. Aprobar la normativa interna que requiera para el cumplimiento de 

su objeto. 

 
XV. Vigilar el cumplimiento de la Ley General de Víctimas y de esta ley, 

así como de las demás disposiciones legales y normativas aplicables. 

 
XVI. Aprobar la creación de comités transitorios o permanentes para la 

realización de tareas específicas relacionadas con su objeto. 

 

Artículo 13. Integración 

El consejo estatal estará integrado por: 

 

I. El secretario general de Gobierno, quien será el presidente. 

 
II. El director general de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a 

Víctimas, quien será el secretario técnico. 

 
III. El secretario de Salud. 

 
IV. El secretario de Desarrollo Social. 

 

V. El secretario de Seguridad Pública. 

 
VI. El fiscal general del estado. 
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VII. La directora general del Instituto para la Igualdad entre Mujeres y 

Hombres en Yucatán. 

 
VIII. El director general del Sistema para el Desarrollo Integral de la 

Familia en Yucatán. 

 
IX. El magistrado presidente del Tribunal Superior de Justicia del 

Estado de Yucatán. 

 
X. Un diputado del Poder Legislativo del Estado de Yucatán. 

 
XI. El presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 

Yucatán. 

 
XII. Dos representantes de organizaciones de la sociedad civil, 

debidamente constituidas conforme a la legislación aplicable y con actividad 

acreditada en atención a víctimas, quienes serán designados por el presidente 

por un período de dos años y podrán ser ratificados.  

 
Cuando el gobernador asista a las sesiones del consejo estatal, 

asumirá el cargo de presidente y el secretario general de Gobierno fungirá 

como secretario técnico, conservando el derecho a voz y voto, ambos con las 

facultades y obligaciones establecidas para tal efecto en esta ley. 

 

Artículo 14. Invitados 

El presidente podrá invitar a participar en las sesiones del consejo 

estatal a los servidores públicos de los tres órdenes de gobierno y de los 

organismos constitucionales autónomos, a los representantes de instituciones 

académicas u organizaciones civiles o a las personas que tengan reconocido 

conocimiento o prestigio en la materia que puedan aportar opiniones valiosas 
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y ser de utilidad para este. 

 

Los invitados participarán en las sesiones únicamente con derecho a 

voz. 

 

Artículo 15. Suplencias 

Los integrantes del consejo estatal designarán a sus suplentes, quienes 

los sustituirán en caso de ausencia con las facultades y obligaciones que 

dispone para aquellos esta ley. 

 

 

Artículo 16. Carácter de los cargos 

Los cargos de los integrantes del consejo estatal son de carácter 

honorífico, por lo tanto quienes los ocupen no devengarán retribución alguna 

por su desempeño. 

 

Artículo 17. Sesiones 

El consejo estatal sesionará, de manera ordinaria, por lo menos dos 

veces al año y, de manera extraordinaria, cuando el presidente lo estime 

pertinente o lo solicite la mayoría de sus integrantes. 

 

Artículo 18. Cuórum 

Las sesiones del consejo estatal serán válidas siempre que se cuente 

con la asistencia de la mayoría de los integrantes. En todo caso se deberá 

contar con la presencia del presidente y del secretario técnico. 

 
Cuando, por falta de cuórum, la sesión no pueda celebrarse el día 

determinado, el presidente, a través del secretario técnico, emitirá una 

segunda convocatoria para realizar dicha sesión, la cual se efectuará con la 
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presencia de los integrantes que asistan. Esta sesión no podrá celebrarse sino 

transcurridas veinticuatro horas contadas a partir de la convocatoria. 

 

Artículo 19. Validez de los acuerdos 

Las decisiones sobre los asuntos que conozca el consejo estatal se 

aprobarán con el voto de la mayoría de los integrantes que asistan a la sesión 

correspondiente. En caso de empate, el presidente tendrá el voto de calidad. 

 

Artículo 20. Reglamento interno del consejo estatal 

El Reglamento Interno del Consejo Estatal de Atención a Víctimas 

establecerá las disposiciones específicas que regulen su organización y 

funcionamiento. 

 

Capítulo III 

Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas 

 

Artículo 21. Naturaleza y objeto 

La Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas es un organismo 

público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que 

tiene por objeto contribuir a garantizar los derechos de las víctimas mediante 

la prestación del servicio de asesoría legal, la operación del registro estatal y 

la administración del fondo estatal, así como la implementación de acciones 

que promuevan la participación de las víctimas y de las organizaciones de la 

sociedad civil, en la construcción y desarrollo de políticas públicas en la 

materia. 

 

Artículo 22. Atribuciones 

La comisión ejecutiva, para el cumplimiento de su objeto, tendrá las 

siguientes atribuciones: 
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I. Brindar asesoría jurídica gratuita a las víctimas que así lo soliciten, en 

asuntos del fuero común, a fin de garantizar sus derechos.  

 
II. Orientar a las víctimas para facilitar su acceso a las medidas de 

ayuda inmediata, de asistencia, de atención y de reparación integral. 

 
III. Elaborar protocolos para la implementación de las medidas a cargo 

de las instituciones integrantes del sistema estatal. 

 
IV. Procurar la reparación integral de las víctimas. 

 
V. Integrar, actualizar y administrar el registro estatal. 

 
VI. Adoptar las medidas necesarias que garanticen el ingreso de la 

víctima al registro estatal. 

 
VII. Administrar y vigilar el adecuado ejercicio de los recursos del fondo 

estatal. 

 
VIII. Elaborar anualmente el tabulador de montos de compensación 

subsidiaria. 

 
IX. Capacitar, formar, actualizar y especializar a los servidores públicos 

en materia de atención a víctimas. 

 
X. Realizar diagnósticos que permitan evaluar las problemáticas 

concretas que enfrentan las víctimas. 

 
XI. Brindar apoyo a las organizaciones de la sociedad civil que se 

dedican a la ayuda, atención y asistencia a favor de las víctimas, priorizando 

aquéllas tengan condiciones precarias de desarrollo y marginación. 
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XII. Implementar los mecanismos de control, con la participación de la 

sociedad civil, que permitan supervisar y evaluar las acciones, programas, 

planes y políticas públicas en materia de víctimas. 

 
XIII. Brindar capacitación a los asesores jurídicos en materias 

relacionadas con la atención y protección de víctimas.  

 
XIV. Las demás que le confiera el Código de la Administración Pública 

de Yucatán, su reglamento y el estatuto orgánico. 

 

 

Artículo 23. Patrimonio 

El patrimonio de la comisión ejecutiva se integrará con: 

 
I. Los recursos que les sean asignados o transferidos conforme al 

Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de Yucatán. 

 
II. Los recursos que les transfieran o les asignen los Gobiernos federal, 

estatal o municipales. 

 
III. Los bienes muebles e inmuebles y derechos que adquieran por 

cualquier título legal. 

 
IV. Los ingresos que perciba por la prestación de sus servicios y 

operación. 

 
V. Las utilidades, intereses, dividendos y rendimientos de sus bienes y 

derechos. 

 

Artículo 24. Atribuciones de la junta de gobierno 
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La junta de gobierno de la comisión ejecutiva tendrá las siguientes 

atribuciones: 

 

I. Aprobar y evaluar las políticas generales y programas de la comisión 

ejecutiva para el eficaz desarrollo de sus actividades. 

 
II. Evaluar, aprobar y dar seguimiento a los anteproyectos de 

presupuestos de ingresos y egresos de la comisión ejecutiva, presentados por 

el director general. 

 
III. Aprobar el estatuto orgánico, así como los reglamentos, manuales 

de organización y demás instrumentos que regulen el funcionamiento de la 

comisión ejecutiva. 

 
IV. Emitir los lineamientos para el funcionamiento del fondo estatal. 

 
V. Aprobar la organización administrativa de la comisión ejecutiva. 

 
VI. Examinar y, en su caso, aprobar los informes financieros o de 

actividades, que presente a su consideración el director general. 

 
VII. Requerir, en cualquier momento, al director general informes sobre 

el estado que guardan los programas y actividades de la comisión ejecutiva. 

 
VIII. Autorizar el otorgamiento de las medidas con cargo al fondo 

estatal. 

 
IX. Las demás que le confiere el Código de la Administración Pública de 

Yucatán, su reglamento, el estatuto orgánico y otras disposiciones legales y 

normativas aplicables. 

 



GOBIERNO DEL ESTADO DE  YUCATÁN 

PODER LEGISLATIVO 

 

43 

LXI LEGISLATURA DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE 

YUCATÁN 

Artículo 25. Integración de la junta de gobierno 

La junta de gobierno será la máxima autoridad de la comisión ejecutiva 

y estará integrada por: 

 

I. El gobernador, o la persona que este designe, quien será el 

presidente. 

 
II. El secretario general de Gobierno. 

 
III. El secretario de Administración y Finanzas. 

 
IV. El secretario de Seguridad Pública. 

 
V. El fiscal general del estado. 

 
 
Los integrantes de la junta de gobierno tendrán derecho a voz y voto 

durante las sesiones, salvo los casos previstos en esta ley.  

 
La junta de gobierno contará con un secretario de actas y acuerdos, 

quien será designado por el secretario general de Gobierno, el cual, para el 

desempeño de sus funciones asistirá a las sesiones de la junta de gobierno 

con derecho a voz, pero no a voto. 

 
Los integrantes de la junta de gobierno, a excepción del presidente, 

quien será suplido por el secretario general de Gobierno, nombrarán, por 

escrito dirigido al secretario de actas y acuerdos, a sus suplentes, quienes los 

sustituirán en sus ausencias con las facultades y obligaciones que establecen 

esta ley, el Reglamento del Código de la Administración Pública de Yucatán y 

otras disposiciones legales y normativas aplicables. 

 
Los cargos de los integrantes de la junta de gobierno son de carácter 
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honorífico, por tanto, quienes lo ocupen no recibirán retribución alguna por su 

desempeño. 

 

Artículo 26. Estatuto orgánico 

En el estatuto orgánico se deberán establecer las bases para el 

correcto funcionamiento de la junta de gobierno y de organización, así como 

las facultades y funciones que correspondan a las distintas áreas que integran 

la comisión ejecutiva. 

 

Artículo 27. Nombramiento y remoción del director general 

El director general será nombrado y removido por el gobernador del 

estado. 

 

Artículo 28. Facultades y obligaciones del director general 

El director general tendrá las siguientes facultades y obligaciones: 

 

I. Representar a la comisión ejecutiva con todas las facultades de 

apoderado general para pleitos y cobranzas, actos de administración y de 

dominio con todas las facultades que requieran cláusula especial conforme a 

la ley y sustituir y delegar esta representación en uno o más apoderados para 

que las ejerzan individual o conjuntamente. Para actos de dominio requerirá 

de la autorización expresa de la junta de gobierno. 

 
II. Proponer a la junta de gobierno políticas y lineamientos generales 

para el funcionamiento de la comisión ejecutiva. 

 
III. Conducir el funcionamiento de la comisión ejecutiva, así como vigilar 

y evaluar el cumplimiento de su objeto, planes y programas. 

 
IV. Reconocer, negar o cancelar la calidad de víctima con base en la 
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información del formato único y sus anexos.  

 
V. Designar por cada uno de los distritos judiciales en materia penal, 

cuando menos a un asesor jurídico especializado en atención y protección de 

víctimas. 

 
VI. Celebrar convenios, contratos y acuerdos con los sectores público, 

privado, social y académico, dando cuenta de ello a la junta de gobierno. 

 
VII. Presentar un informe anual a la junta de gobierno, sobre las 

actividades realizadas por la comisión ejecutiva. 

 
VIII. Aprobar los manuales de procedimientos de la comisión ejecutiva. 

 
IX. Ejecutar los acuerdos y disposiciones que emita la junta de 

gobierno. 

 
X. Administrar el patrimonio de la comisión ejecutiva, conforme a los 

programas y presupuestos autorizados por la junta de gobierno. 

 
XI. Someter a la aprobación de la junta de gobierno los proyectos de 

reglamentos, manuales y programas de la comisión ejecutiva, en términos de 

las disposiciones aplicables. 

 
XII. Ejercer directamente las facultades y obligaciones de las unidades 

administrativas de la comisión ejecutiva.  

 
XIII. Las demás que le confiera el Código de la Administración Pública 

de Yucatán, su reglamento y el estatuto orgánico. 

 
Artículo 29. Órgano de vigilancia y supervisión 

Las funciones de vigilancia de la comisión ejecutiva estarán a cargo de 
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un comisario público, quien será designado por la Secretaría de la Contraloría 

General y tendrá las facultades y obligaciones necesarias para el desempeño 

de las funciones de vigilancia que le corresponda, en los términos del Código 

de la Administración Pública de Yucatán y su reglamento. El comisario público 

no formará parte de la junta de gobierno de la comisión ejecutiva, pero podrá 

asistir a las sesiones únicamente con derecho a voz. 

 

Artículo 30. Régimen laboral 

Las relaciones laborales entre la comisión ejecutiva y sus trabajadores, 

independientemente de la naturaleza de su contratación, se regirán por lo 

dispuesto en el artículo 123, apartado A, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, la Ley Federal del Trabajo y demás disposiciones 

legales y normativas aplicables. 

 

Capítulo IV 

Programa Especial de Atención a Víctimas 

 

Artículo 31. Objeto del programa especial 

El programa especial tiene por objeto establecer las acciones que, en 

forma planeada y coordinada, deberán realizar las dependencias y entidades 

de la Administración Pública estatal. 

 

Artículo 32. Elaboración del programa especial 

La elaboración del anteproyecto del programa especial estará a cargo 

de la comisión ejecutiva, quien lo presentará al gobernador para su aprobación 

y emisión. 

 

Artículo 33. Contenido del programa especial 

La elaboración y contenido del programa especial se apegará a lo 
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dispuesto en la Ley de Planeación para el Desarrollo del Estado de Yucatán. 

 
El programa especial guardará congruencia con los instrumentos 

internacionales de protección de las víctimas, las disposiciones legales 

federales en la materia y las establecidas en esta ley. 

 

Artículo 34. Aprobación del programa especial 

El programa especial, una vez aprobado por el gobernador del estado, 

será publicado en el diario oficial del estado. 

 

El gobernador del estado podrá prescindir de la expedición del 

programa especial siempre que la atención y protección de las víctimas estén 

contempladas en otro programa de mediano plazo. 

 
Título tercero 

Registro Estatal de Atención a Víctimas 

 
Capítulo I 

Disposiciones generales 

 

Artículo 35. Objeto del registro estatal 

El Registro Estatal de Atención a Víctimas tiene por objeto integrar la 

información relevante relacionada con estas, para facilitarles el acceso 

oportuno y efectivo a las medidas de ayuda inmediata, de asistencia, de 

atención y de reparación integral, establecidas en la Ley General de Víctimas. 

 

Artículo 36. Autoridad responsable 

La comisión ejecutiva recolectará, sistematizará, procesará, 

intercambiará, consultará, analizará y actualizará, periódicamente y a través 

del registro estatal, la información relacionada con las víctimas y aquella que 
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generen las autoridades integrantes del sistema estatal en el ejercicio de sus 

atribuciones. 

 
Las autoridades integrantes del sistema estatal tendrán la obligación de 

proporcionar y compartir a la comisión ejecutiva la información que, en la 

materia, obre en sus bases de datos. 

 

La comisión ejecutiva estatal deberá proporcionar a la Comisión 

Ejecutiva de Atención a Víctimas los datos que solicite para la integración del 

Registro Nacional de Víctimas, en los términos que establezcan las 

disposiciones legales y normativas aplicables. 

 

 

Artículo 37. Información del registro estatal 

El registro estatal contendrá, al menos, la siguiente información: 

 

 I. El relato de delito o de la violación a los derechos humanos.  

 
 II. La descripción del daño sufrido. 

 
 III. La identificación del lugar y la fecha donde ocurrió el delito o la 

violación a los derechos humanos. 

 
 IV. La identificación de la víctima o víctimas del delito o de la violación a 

los derechos humanos. 

 
 V. La identificación de la persona o autoridad que solicitó el registro de 

la víctima, en su caso, sus datos de contacto y su relación con la víctima. 

 
 VI. La identificación y descripción de las medidas otorgadas 

efectivamente a la víctima. 
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Artículo 38. Inscripción en el registro estatal 

Se inscribirán en el registro estatal las personas a las que se les 

reconozca la calidad de víctima por resolución de la comisión ejecutiva, previa 

presentación de la solicitud a que se refiere el artículo 39 o en los casos 

previstos en el artículo 41. 

 

Capítulo II 

Reconocimiento de la calidad de víctima 

 

Artículo 39. Solicitud 

La solicitud de reconocimiento de la calidad de víctima se tramitará 

gratuitamente, ante la comisión ejecutiva, por la víctima o su representante, o 

por las demás autoridades integrantes del sistema estatal, a través del formato 

único dispuesto para tal efecto.  

 

La Fiscalía General del Estado, la Secretaría de Seguridad Pública, el 

Instituto para la Igualdad entre Mujeres y Hombres en Yucatán, la 

Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia, la Comisión de Derechos 

Humanos del Estado de Yucatán, al momento de recibir la denuncia, querella, 

queja o cualquier declaración en la que la víctima narre hechos delictivos o 

conductas violatorias de derechos humanos, deberán invitarle a que solicite el 

reconocimiento de su calidad de víctima.  

 
Cuando las víctimas manifiesten su conformidad, las autoridades 

señaladas en el párrafo anterior procederán a tramitar su solicitud, a través del 

formato único que apruebe la comisión ejecutiva. 

 
La presentación de la solicitud no implica de oficio el reconocimiento de 

la calidad de víctima. 
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Artículo 40. Valoración 

La información y la documentación presentada serán valoradas por el 

director general de la comisión ejecutiva, quien resolverá en definitiva sobre la 

existencia del hecho delictivo o de la violación de derechos humanos y, por 

ende, el reconocimiento de la calidad de víctima, en un plazo de treinta días 

naturales, contados a partir de la solicitud. 

 

Para mejor proveer, el director general podrá solicitar a cualquier 

autoridad estatal o municipal o a aquella que dio inicio al trámite, la 

información que estime necesaria, la cual deberá proporcionarse, en su caso, 

en un plazo máximo de quince días naturales.  

 
 

 

El proceso de valoración de la solicitud de reconocimiento de calidad de 

víctima no suspende, en ningún caso, la prestación de las medidas de ayuda 

inmediata a las que tenga derecho. 

 
Contra la resolución del director general sobre el reconocimiento de la 

calidad de víctima procede el recurso de revisión en los términos previstos en 

la Ley de Actos y Procedimientos Administrativos del Estado de Yucatán. 

 

Artículo 41. Excepción a la valoración 

La comisión ejecutiva reconocerá la calidad de víctima, aun sin 

valoración, cuando se haya reconocido previamente a través de: 

 

I. Resolución jurisdiccional o sentencia condenatoria. 
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II. Recomendación de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 

o de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán.  

 
III. Resolución del Ministerio Público. 

 
IV. Resolución de un organismo internacional de protección de 

derechos humanos al que México le reconozca competencia.  

 
V. Reconocimiento de la autoridad responsable de la violación a los 

derechos humanos. 

 

 

 

 

 

 

Capítulo III 

Disposiciones finales 

 
Artículo 42. Cancelación de la inscripción 

 

La comisión ejecutiva podrá cancelar la inscripción en el registro estatal 

cuando encuentre que la solicitud de registro es contraria a la verdad o se 

colija que la persona no es víctima.  

 

La resolución de cancelación deberá estar fundada y motivada, y 

notificarse personalmente por escrito a la víctima, a su representante legal o a 

la persona debidamente autorizada por ella para recibir notificaciones, con el 

fin de que la víctima pueda interponer, si lo desea, recurso de revisión en los 
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términos previstos en la Ley de Actos y Procedimientos Administrativos del 

Estado de Yucatán. 

 

La notificación podrá hacerse a través de correo electrónico, cuando la 

persona a notificar haya señalado expresamente, en la solicitud de registro, su 

preferencia por este medio de comunicación.  

 

Artículo 43. Efectos del registro 

Las personas que estén inscritas en el registro accederán a las medidas 

establecidas en la Ley General de Victimas sin que se les pueda exigir que 

prueben su calidad de víctima. 

 

 

Título cuarto 

Fondo Estatal de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral 

 

Capítulo I 

Disposiciones generales 

 

Artículo 44. Objeto del fondo estatal 

El Fondo Estatal de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, a cargo de 

la comisión ejecutiva, tiene por objeto brindar los recursos necesarios para la 

compensación subsidiaria del derecho a la reparación integral de las víctimas. 

 

La comisión ejecutiva podrá asumir, con cargo al fondo estatal, el 

otorgamiento directo de las medidas establecidas en la Ley General de 

Víctimas. 

 

El fondo estatal estará exento de toda imposición de carácter fiscal y 
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parafiscal, así como de los diversos gravámenes a que puedan estar sujetas 

las operaciones que se realicen con sus recursos. 

 

Artículo 45. Funcionamiento del fondo estatal 

La comisión ejecutiva emitirá las disposiciones necesarias para el 

funcionamiento del fondo estatal en las que deberá precisar qué medidas 

podrán otorgarse con cargo al fondo, así como los montos máximos. 

 

Artículo 46. Integración del fondo estatal 

El fondo estatal se integrará con: 

 

I. Los recursos estatales y partidas presupuestales que se le asignen en 

el presupuesto de egresos del Gobierno del estado para el ejercicio fiscal que 

corresponda. 

 

II. Los recursos provenientes de las garantías que se hagan efectivas 

cuando los imputados incumplan con las medidas cautelares impuestas por la 

autoridad jurisdiccional, en términos del artículo 174 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales.  

 

III. El monto de las reparaciones del daño no reclamadas por las 

víctimas, el cual deberá ser transmitido al fondo estatal en un plazo de ciento 

ochenta días naturales, contados a partir de la notificación de la resolución 

que determine que se encuentran disponibles las cantidades correspondientes 

ha dicho concepto. 

 

IV. Las aportaciones provenientes de personas físicas o morales, 

nacionales o extranjeras, o de otros fondos de cualquier naturaleza. 
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V. Los rendimientos que generen los recursos del fondo estatal. 

 

VI. Los montos que se recuperen en virtud del derecho de repetición en 

los términos de esta ley. 

 

VII. Los demás recursos que le sean asignados. 

 

Artículo 47. Administración 

La comisión ejecutiva estará a cargo de la administración, operación y 

pago de los recursos del fondo estatal, a través de un fideicomiso público, de 

conformidad con las disposiciones de esta ley y demás disposiciones legales y 

normativas aplicables. La supervisión del fondo estatal estará a cargo de la 

Secretaría de la Contraloría General. 

 

Capítulo II 

Procedimiento 

 

Artículo 48. Beneficiarios 

La víctima para ser beneficiaria deberá estar inscrita en el registro 

estatal y presentar su solicitud ante la comisión ejecutiva. 

 

Artículo 49. Evaluación 

La comisión ejecutiva, una vez recibida la solicitud, integrará un 

expediente y una propuesta que le servirá de base a la junta de gobierno para 

determinar las medidas de asistencia, de atención, o de reparación integral 

que el caso amerite. 

 

Para el caso de las medidas de ayuda inmediata, la comisión ejecutiva 

podrá autorizar y otorgar directamente los apoyos, sin aprobación previa de la 
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junta de gobierno, siempre que así lo establezca la normativa que al efecto se 

expida. 

 

Artículo 50. Integración del expediente 

La comisión ejecutiva deberá integrar el expediente, dentro de los 

cuatro días hábiles siguientes a la fecha en que se turnó la solicitud, el cual 

deberá contener, al menos: 

 

I. La documentación presentada por la víctima. 

 

II. La descripción del daño o daños que haya sufrido la víctima. 

 

III. La descripción detallada de las necesidades que requiere la víctima 

para enfrentar las consecuencias del delito o de la violación a sus derechos 

humanos. 

 

IV. La relación de partes médicos o psicológicos donde detallen las 

afectaciones que tiene la víctima con motivo de la comisión del delito o de la 

violación a los derechos humanos, en caso de que cuente con ello. 

 

V. La demás documentación que para cada medida determine la 

comisión ejecutiva. 

 

La víctima solo estará obligada a entregar la información, 

documentación y pruebas que obren en su poder, por lo que es 

responsabilidad de la comisión ejecutiva lograr la integración de la carpeta 

respectiva. 

 

Artículo 51. Prelación de las solicitudes 
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Las solicitudes para acceder a los recursos del fondo estatal se 

atenderán considerando: 

 

I. La condición socioeconómica de la víctima. 

 
II. La repercusión del daño en la vida familiar. 

 
III. La imposibilidad de trabajar como consecuencia del daño. 

 
IV. El número y la edad de los dependientes económicos. 

 
V. Los recursos disponibles en el fondo estatal. 

 

 

 

Artículo 52. Resolución 

La comisión ejecutiva, una vez integrado el expediente y elaborado el 

dictamen respectivo, turnará la documentación a la junta de gobierno para 

que, dentro de un plazo de treinta días naturales, resuelva la procedencia o no 

de la solicitud. Cuando se trate de la medida de compensación, el plazo será 

de noventa días naturales. 

 

La determinación de la comisión ejecutiva respecto del otorgamiento de 

los recursos del fondo estatal tendrá el carácter de resolución administrativa 

definitiva, contra la cual únicamente procederá el juicio de amparo. 

 

Capítulo III 

Compensación 

 

Artículo 53. Compensación 
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La compensación es la medida que tiene por objeto reparar integralmente el daño por los perjuicios, sufrimientos y pérdidas económicamente evaluables, en los términos del Código Nacional de Procedimientos Penales cuando se trate de delitos o en la legislación e instrumentos 

internacionales en materia de derechos humanos, cuando se trate de la 

violación a estos.  

 

El monto de la compensación subsidiaria será fijado de manera 

proporcional a la gravedad del daño sufrido por la víctima y no podrá implicar 

su enriquecimiento. El monto no podrá ser superior al máximo que establezca 

la comisión ejecutiva con base en lo dispuesto en el artículo 45 y, en ningún 

caso, a quinientas unidades de medida y actualización. 

 

 

Artículo 54. Compensación por delitos 

Cuando se trate de delitos, la comisión ejecutiva otorgará la medida de compensación subsidiaria de la reparación del daño por los montos de los conceptos establecidos en la sentencia condenatoria respectiva que no hayan podido ser reparados por el sentenciado.  

 

La comisión ejecutiva podrá otorgar la compensación subsidiaria sin 

que exista sentencia condenatoria cuando el Ministerio Público o la autoridad 

jurisdiccional declaren la sustracción de la acción de la justicia del imputado, 

su muerte o la aplicación de un criterio de oportunidad. La comisión ejecutiva 

deberá considerar lo establecido en el Código Nacional de Procedimientos 

Penales para determinar el monto de la reparación del daño que será 

compensada.  

 
La compensación a que se refiere este artículo solo procederá cuando 

se trate de delitos graves que tengan como consecuencia un daño o 

menoscabo a la libertad de la víctima, o el fallecimiento o sufrimiento de un 

deterioro incapacitante en la integridad física o mental de la víctima directa. 

 
Artículo 55. Compensación por violaciones a derechos humanos 

Las víctimas de violaciones a derechos humanos serán compensadas 
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en los términos y montos establecidos en las resoluciones que emitan los 

organismos de protección de los derechos humanos internacionales. Lo 

anterior, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y 

administrativas que deriven de estas en los términos de la ley. 

 
Artículo 56. Subrogación del cobro 

La comisión ejecutiva tendrá el derecho a exigir que el sentenciado o el 

tercero objetivamente responsable restituya al fondo estatal los recursos que 

se hayan erogado por concepto de compensación subsidiaria a la víctima a 

causa de los delitos cometidos por aquel. 

 
Artículos transitorios 

 
Primero. Entrada en vigor 

Este decreto entrará en vigor el 1 de octubre de 2016, previa su 

publicación en el Diario Oficial del  Gobierno del Estado de Yucatán. 

 

Segundo. Abrogación 

A partir de la entrada en vigor de este decreto, quedará abrogada la Ley 

de Atención y Protección a las Víctimas del Delito para el Estado de Yucatán, 

publicada, mediante decreto 489 del Poder Ejecutivo, en el diario oficial del 

estado, el 4 de enero de 2012. Sin embargo, continuará vigente para los 

asuntos que, a la entrada en vigor de este decreto, se encuentren en trámite, 

los cuales serán sustanciados por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a 

Víctimas.  

 

Tercero. Designación del director general 

El gobernador designará al director general de la Comisión Ejecutiva 

Estatal de Atención a Víctimas en un plazo de diez días naturales, contados a 

partir de la entrada en vigor de este decreto. 
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Cuarto. Instalación de la junta de gobierno 

La Junta de Gobierno de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a 

Víctimas deberá instalarse dentro de los treinta días naturales siguientes a la 

entrada en vigor de este decreto. 

 
Quinto. Expedición del estatuto orgánico 

El director general deberá presentar a la Junta de Gobierno de la 

Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas, para su aprobación, el 

proyecto de su estatuto orgánico dentro de los noventa días naturales 

siguientes a la instalación de la junta de gobierno. 

 
Sexto. Expedición de los lineamientos 

El director general deberá presentar a la Junta de Gobierno de la 

Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas, para su aprobación, el 

proyecto de lineamientos para el funcionamiento del Fondo Estatal de Ayuda, 

Asistencia y Reparación Integral, dentro de los ciento ochenta días naturales 

siguientes a la instalación de la junta de gobierno. 

 
Séptimo. Instalación del consejo estatal 

El Consejo Estatal de Atención a Víctimas se instalará en un plazo de 

sesenta días naturales, contados a partir de la entrada en vigor de este 

decreto. 

 
Octavo. Expedición del reglamento interno 

El Consejo Estatal de Atención a Víctimas deberá expedir su 

reglamento interno en un plazo de noventa días naturales, contados a partir de 

su instalación. 

 
Noveno. Recursos del fondo 

A partir de la entrada en vigor de este decreto los recursos del Fondo 
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General de Reparaciones a las Víctimas del Delito pasarán a formar parte del 

Fondo Estatal de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral. 

 
Décimo. Derogación tácita 

Se derogan todas las disposiciones de igual o menor rango que se 

opongan a lo establecido en este decreto. 

 

DADO EN LA SALA DE COMISIONES A DEL RECINTO DEL PODER 
LEGISLATIVO, EN LA CIUDAD DE MÉRIDA, YUCATÁN, A LOS VEINTE 
DÍAS DEL MES DE ABRIL DEL AÑO DOS MIL DIECISÉIS. 
 
 

COMISIÓN PERMANENTE DE JUSTICIA Y SEGURIDAD PÚBLICA. 
 

CARGO 
 

NOMBRE 
 

 
VOTO A FAVOR 

 
VOTO EN CONTRA 

 
 
 

PRESIDENTE 

 
DIP. DANIEL JESÚS 
GRANJA PENICHE 

  

 
 
 

VICEPRESIDENTE 

 
DIP. RAMIRO 

MOISÉS RODRÍGUEZ 
BRICEÑO 

  

 
 
 

SECRETARIA 

 
DIP. VERÓNICA 
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CARGO 

 
NOMBRE 

 

 
VOTO A FAVOR 

 
VOTO EN CONTRA 

NOEMÍ CAMINO 
FARJAT 

 
 
 

SECRETARIO 

 
DIP. HENRY ARÓN 
SOSA MARRUFO 

  

 
 
 

VOCAL 

 
DIP. RAÚL PAZ 

ALONZO 

  

 
 
 

VOCAL 

 
DIP. JOSÉ ELÍAS 
LIXA ABIMERHI 

  

 
 
 

VOCAL 

 
DIP. CELIA MARÍA 

RIVAS RODRÍGUEZ 

  

 
Esta hoja de firmas pertenece al Dictamen de Ley de Víctimas del Estado de Yucatán. 


